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En este breve trabajo de investigación nos planteamos la necesidad de conservar el 

clásico principio de la doble incriminación que inspira la extradición en la totalidad de 

los Estados, en el relativamente nuevo instrumento de la Unión Europea1 destinado 

también a la detención y procedimiento de entrega de personas sospechas o condenadas 

por haber cometido un delito que, como sabemos, sustituye en dicho ámbito espacial a 

los procedimientos de extradición. Sin entrar en la polémica acerca de si estamos ante 

dos procedimientos distintos o, por el contrario, de idéntica naturaleza, el de la 

extradición y el de la conocida como, en adelante, euroorden, no cabe duda que ambos 

participan del mismo fin cual es la detención y posterior entrega de determinadas 

personas y, además, comparten los principios básicos del procedimiento de la 

extradición: el principio de especialidad, el principio de no entrega de nacionales y, por 

supuesto, el principio de la doble incriminación. No obstante, hemos de advertir que, 

                                         
1 Decisión Marco 2002/584/JAI del Consejo de 13 de junio de 2002 relativa a la orden de detención 
europea y a los procedimiento de entrega entre Estados miembros. 
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lógicamente, dichos principios no operan de la misma forma en ambos procedimientos 

pues sino poco habríamos avanzado. 

 

De la evolución histórica de la euroorden se deduce que el objetivo fundamental del 

legislador comunitario, en su lucha contra la delincuencia y para garantizar la seguridad 

de sus ciudadanos amenazada por la libre circulación de personas en todo el territorio 

Schengen, radicaba en suprimir entre los países miembros de la Unión Europea un 

sistema de entrega de personas eminentemente político, lento y excesivamente 

soberanista como es el procedimiento de extradición. De ahí que se trate, precisamente, 

de superar dichas deficiencias sobre la base del principio de confianza, constituyendo el 

reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales la piedra angular de la cooperación 

judicial civil y penal2. 

 

No obstante, y a pesar de los innumerables esfuerzos por crear un sistema de entrega 

ágil y sencillo que, basado en el control judicial, respetara los derechos fundamentales 

de las personas objeto de entrega, no ha resultado posible eliminar aquellos principios 

básicos de la extradición que hubieran implicado la mencionada confianza plena entre 

los Estados miembros de la Unión Europea que, además, son parte del Convenio 

Europeo de Derechos Humanos3. De este modo, no podemos sino afirmar que no existe 

tal reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales en la Decisión Marco que regula la 

orden europea de detención y los procedimientos de entrega y, como consecuencia, 

tampoco han desaparecido los principios de doble incriminación, especialidad y no 

entrega de los ciudadanos nacionales aunque hemos de reconocer que, al menos éstos, 

aun convirtiéndose en la regla general, admiten múltiples excepciones. 

 

El reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales en materia penal trae como 

consecuencia fundamental el intento de hacer desaparecer uno de los principios básicos 

del procedimiento de la extradición y manifestación de la soberanía estatal: la doble 

                                         
2 Principio que, en general, tuvo su nacimiento con ocasión de la creación del mercado único desde el 
punto de vista exclusivamente económico.  
3 Resolución de 5 de abril de 1999, de la Secretaría General Técnica, por la que se hacen públicos los 
textos refundidos del Convenio para la protección de los derechos y de las libertades fundamentales, 
hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950; el protocolo adicional al Convenio, hecho en París el 20 de 
marzo de 1952, y el protocolo número 6, relativo a la abolición de la pena de muerte, hecho en 
Estrasburgo el 28 de abril de 1983. 
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incriminación4. Principio éste entendido como garantía que tiene su apoyo en el 

principio de legalidad pues se entiende que si el hecho no es constitutivo de delito en el 

Estado al que se le reclama el sospechoso de haberlo cometido o condenado por la 

comisión de dicho hecho delictivo, no se le puede juzgar, ni se le puede privar de su 

libertad, ni entregar al Estado que lo reclama para que sea juzgado o cumpla la condena 

impuesta pues, en el Estado de ejecución de la euroorden, el hecho es lícito. Según este 

principio, por tanto, la reclamación de un sujeto que se encuentre en el territorio de otro 

Estado para su enjuiciamiento o para el cumplimiento de una condena privativa de 

libertad solo será atendida por aquél cuando en su ordenamiento jurídico la conducta 

delictiva que motivó la reclamación también sea constitutiva de delito. 

 

La doble incriminación tiene su fundamento también, lógicamente, en el principio de 

soberanía. Cuando un Estado soberano solicita la colaboración de otro Estado soberano 

para perseguir penalmente a una persona que ha cometido, según el primero, un hecho 

delictivo, puede encontrarse con que aquel no preste su colaboración porque entienda 

que dicho acto en su Estado no es constitutivo de delito5. 

 

Obviamente el cumplimiento del principio de la doble incriminación en relación con la 

entrega de personas reclamadas por otros Estados suponía una deficiencia en la 

colaboración entre los Estados y así se reconoce tanto doctrinal como 

convencionalmente. Desde el punto de vista doctrinal, VOGEL defiende la desaparición 

de este principio en el procedimiento de extradición por dos motivos fundamentales. En 

primer lugar, porque la extradición es un acto de colaboración entre Estados y no parece 

entonces razonable que el Estado requerido para prestar su ayuda a otro Estado en el 

ejercicio de una acción penal pueda exigir que el hecho sea constitutivo de delito según 

su ordenamiento jurídico. Y, en segundo lugar, porque lo esencial en el procedimiento 

de extradición es no vulnerar los derechos fundamentales de la persona reclamada y, por 

lo tanto, el principio de doble incriminación, que pretende evitar el ejercicio de una 

acción penal por un hecho que constituye el ejercicio de un derecho fundamental, 

                                         
4 Afirma CASTILLEJO MANZANARES, que con la instauración del principio del reconocimiento 
judicial previo “se rompe” con el procedimiento, político e intergubernamental, de la extradición. Cfr. 
CASTILLEJO MANZANARES, R.,  “El procedimiento español para la emisión y ejecución de una 
orden europea de detención y entrega”, Actualidad Jurídica Aranzadi núm. 587, 24 de julio de 2003, pp. 
1-6. 
5 Cfr. CUERDA RIEZU, A., De la extradición a la “euro-orden” de detención y entrega, Ed. Centro de 
Estudios Ramón Areces, Madrid 2003, pág. 94. 
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“puede ser también alcanzado mediante esa exigencia europea de respeto a los 

derechos fundamentales”6. 

 

Desde el punto de vista convencional, ya en el Convenio sobre extradición de 19967 se 

elimina la exigencia de la doble incriminación para la extradición por determinados 

delitos graves tales como el delito de conspiración o asociación con propósito delictivo 

o la criminalidad organizada. Igualmente el Tratado entre la República de Italia y el 

Reino de España de 2000 suprime de su articulado el requisito de la doble 

incriminación8. 

 

Si reflexionamos acerca de cómo se debería articular el principio de la doble 

incriminación en la Decisión Marco y en la Ley española relativa a la orden de 

detención europea, en adelante LODE, partiendo de la idea de creación de un espacio 

judicial único y del principio de reconocimiento judicial mutuo como instrumentos 

básicos de la cooperación judicial entre Estados miembros de la Unión Europea tal vez 

podríamos aseverar rotundamente la necesidad de suprimir el requisito de la doble 

incriminación entre los mismos. Así, al formar parte todos los Estados de la Unión 

Europea del Convenio para la protección de los Derechos Humanos no resultaría muy 

difícil que entre ellos operara absolutamente la confianza mutua de sus respectivos 

ordenamientos jurídicos, de tal manera que el Estado de ejecución al recibir una orden 

europea de detención no tuviera que exigir que el hecho por el que se reclama a la 

persona que se encuentra en su territorio fuera constitutivo de delito en ambos países. Si 

la doble incriminación no se diera, aun así, el Estado de ejecución en cumplimiento de 

su deber de colaboración con la autoridad judicial de emisión procedería a la entrega de 

la persona reclamada. 

 

Ahora bien, si esto fuera así, CUERDA RIEZU pone de relieve que la persona privada 

de libertad en un Estado, por ejemplo España, donde el hecho que se le imputa no es 

                                         
6 Cfr. VOGEL, J., ¿Supresión de la extradición? Observaciones críticas en relación con la reforma de la 
legislación en materia de extradición de la Unión Europea, Cuadernos de Derecho Judicial, El derecho 
penal internacional, 2001, pág. 191. 
7 Vid. Acta del Consejo, de 27 de septiembre de 1996, adoptado con arreglo al artículo K.3 del Tratado de 
la Unión Europea, por el que se establece el convenio relativo a la extradición entre los Estados miembro 
de la Unión Europea (DO C 313 de 23.10.1996).  
8 Vid. también cómo en la LOPJ, artículo 23.2 a), también desaparece el principio de la doble 
incriminación cuando no sea necesario atendiendo a lo dispuesto en un Tratado internacional o a un acto 
normativo de una Organización internacional de la que España sea parte. 
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constitutivo de delito podría alegar falta de proporcionalidad9 en relación con el derecho 

a la libertad personal regulado en el artículo 17 CE pues se le detiene en un país sin 

haber infringido norma alguna en el mismo10. 

 

En cuanto al principio de la doble incriminación podemos afirmar que la Decisión 

Marco, en adelante DM, se ha quedado a medias entre la extradición y el 

reconocimiento automático de resoluciones judiciales pues ni mantiene, como en las 

anteriores normas convencionales e internas, la exigencia de la doble incriminación ni 

opta por eliminarla de manera absoluta11. La DM opta por un sistema mixto que, por un 

lado, y para determinadas conductas delictivas, obliga a los Estados a no exigir la doble 

incriminación y, por otro, ofrece a los mismos la posibilidad de imponer tal exigencia. 

Esta es, sin duda, la novedad más significativa que, en esta materia, introduce la DM 

relación a la orden europea de detención: la ausencia de control de la doble 

incriminación para los delitos incluidos en el artículo 2.2 DM que, además, podrá ser 

ampliado en cualquier momento por el Consejo, por unanimidad y previa consulta al 

Parlamento Europeo12. 

 

Distinguimos, así, un doble sistema de entrega: 

 

a).- Sin control de la doble incriminación 

b).- Con posible exigencia de la doble incriminación 

 

a).- La ausencia de control de la doble incriminación previsto en el artículo 2.2 DM se 

refleja en los artículos 5 y 9 LODE y exige la concurrencia de dos requisitos basados en 

criterios cualitativos y cuantitativos.  

 

1º.- Desde el punto de vista cualitativo, solo se podrá prescindir del control de 

doble incriminación cuando la euroorden se hubiera emitido por alguno de los delitos 

                                         
9 Sobre el principio de proporcionalidad en el derecho extradicional Vid. LÓPEZ ORTEGA, J.J., “El 
futuro de la extradición en Europa”, Derecho extradicional, Apéndice, Colección Estudios Penales núm. 
6, Ed. Dykinson, Madrid 2003, pp. 333-340. 
10 Cfr. CUERDA RIEZU, A., De la extradición a la “euro-orden” de detención y entrega, Ed. Centro de 
Estudios Ramón Areces, Madrid 2003, pág. 95. 
11 Precisamente la eliminación de la doble incriminación fue uno de los temas esenciales de discusión 
durante la elaboración de la DM. 
12 Artículo 39.1 TUE. 



Dra. Leticia Fontestad Portalés 

 

que, tal como se definan en el derecho del Estado de emisión, pertenezca a alguna de las 

categorías de delitos previstas en el artículo 9.1 LODE (en cumplimiento de lo previsto 

en el artículo 2.2 DM). 

 

2º.- Desde el punto de vista cuantitativo se exige, además, que dicho delito tenga 

previsto en el Estado de emisión de la euroorden una pena o medida de seguridad 

privativa de libertad cuya duración máxima sea, al menos, de tres años. 

 

b).- La entrega con posible exigencia de doble incriminación también exige la 

concurrencia de dos presupuestos que igualmente se apoyan en criterios cualitativos y 

cuantitativos. 

 

1º.- Se podrá exigir la doble incriminación cuando no estemos ante alguno de los 

delitos previstos en el artículo 9.1 LODE. 

 

2º.- Siempre que cumpla un límite punitivo que dependerá de si el Estado de 

emisión reclama al sujeto en cuestión para enjuiciarlo en su país o bien para ejecutar la 

condena ya impuesta. En el supuesto que la reclamación sea para el ejercicio de 

acciones penales, la pena prevista para el delito en el Estado de emisión no podrá ser 

inferior a doce meses, mientras que si la reclamación tiene por objeto el cumplimiento 

de una condena, la pena privativa de libertad o medida de seguridad impuesta no podrá 

ser inferior a cuatro meses. 

 

También se podrá exigir la doble incriminación, obviamente, cuando estando ante 

alguno de los delitos previstos en la lista del artículo 9.1 LODE, éstos no cumplan el 

límite punitivo exigido en la norma. 

 

En primer lugar hemos de advertir que el sistema por el que opta la DM y, como 

consecuencia, las leyes nacionales de transposición, basado en una lista positiva de 

delitos frente a los cuales no se puede exigir la doble tipificación, como ya poníamos de 

manifiesto al inicio de este trabajo, no es el que se preveía en la Propuesta de Decisión 

Marco de la Comisión de 19 de septiembre de 2001. Efectivamente, en aquella 
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propuesta sí que se eliminaba el principio de doble incriminación con carácter general13. 

Es decir, no se exigía el control de doble incriminación excepto para determinados 

delitos, existiendo una lista negativa de delitos sobre los que sí que se exigiría dicha 

doble incriminación. De este modo, en garantía de sus principios fundamentales y 

política criminal, cada Estado podía incluir en esta lista aquellas conductas que no 

merecían calificación punitiva de manera que, excepcionalmente, frente a ellas no se 

hacía valer la regla de ausencia de doble incriminación. En definitiva, se trataba de 

rechazar la entrega ante conductas no punibles en el Estado de ejecución siempre que se 

tratara de alguna de las previstas en dicha lista negativa14. Como vemos, la DM 

finalmente optó por una lista positiva de delitos para los cuales desaparece la exigencia 

de la doble incriminación15. 

 

La ausencia de control de la doble incriminación, a pesar de lo deseada, provoca 

numerosos problemas prácticos y se cuestiona desde la consideración de su 

innecesariedad, puesto que las conductas sobre las que recae están tipificadas, de una u 

otra manera, en todos los ordenamientos jurídicos de la unión Europea por su gravedad, 

hasta las deficiencias técnicas de la que adolece la norma, tanto desde el punto de vista 

comunitario como nacional. 

 

                                         
13 LÓPEZ ORTEGA rechaza la posibilidad de dejar reducida la función jurisdiccional a la ejecución 
ciega de una resolución judicial acordada por la autoridad judicial de otro Estado porque vulneraría el 
principio de jurisdiccionalidad. Habrá, por tanto, que determinar el margen de apreciación que se les deja 
a estos órganos judiciales para decidir sobre la entrega. Vid. LÓPEZ ORTEGA, J.J., “La orden de 
detención europea: Legalidad y jurisdiccionalidad de la entrega”, Jueces para la democracia, 2002, núm. 
45, pág. 29. 
14 Vid. URREA CORRES, M., “La orden europea de detención, captura y entrega”, Revista española de 
Derecho Internacional, Vol. LIII-2001, núms.1 y 2, enero-diciembre, pág. 709 y IRURZUN 
MONTORO, F., “La Orden Europea de Detención y Entrega”, Noticias de la Unión Europea, 2003, 225, 
pág 43. 
15 Este es el sistema característico de los primeros convenios de extradición elaborados a finales del siglo 
XIX, respecto de los cuales representó una mejora indiscutible el sistema abierto en el que se inspira el 
Convenio Europeo de Extradición. “Por ello, la opinión que merece la adopción de tal sistema no puede 
ser más crítica: lejos de suponer un avance en la regulación de la extradición, constituye un serio 
retroceso. Máxime, si se tiene en cuenta que resultaba innecesario recurrir al mismo, pues es difícil no 
admitir que para las responsabilidades graves el sistema de valores de los diversos Estados europeos es 
común, y ello, por si solo, habría justificado que para los delitos que conllevan una responsabilidad 
extremadamente grave, se prescindiese sin más de la exigencia de doble incriminación, contentándose 
con el requisito de que el delito tenga asignada una pena que alcance un mínimo suficiente de 
penalidad”. Cfr. LÓPEZ ORTEGA, J.J., “El futuro de la extradición en Europa”, Derecho 
extradicional, Apéndice, Ed. Dykinson, Madrid 2003, pág. 329 y “La orden de detención europea: 
Legalidad y jurisdiccionalidad de la entrega”, Jueces para la democracia, 2002, núm. 45, pág. 30. 
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Respecto a la lista positiva de delitos previstos tanto en el artículo 2.2 de la DM como 

en el artículo 9.1 LODE debemos resaltar que no hace más que incluir los delitos que ya 

estaban previstos en el Convenio EUROPOL añadiendo cuatro más de acuerdo con la 

voluntad de todos los Estados miembros de la Unión Europea. Afirma ARAGÜENA 

FANEGO, además, que se trata de una lista que no sigue ningún orden lógico en lo que, 

al menos, a nuestra ley se refiere pues si bien es cierto que ésta debía respetar la 

denominación de los ilícitos de la DM nada impedía su organización atendiendo, por 

ejemplo, al bien jurídico protegido16. 

 

Los delitos que admiten la entrega de la persona reclamada sin control del principio de 

la doble incriminación, lo que no significa que no exista si quiera un control mínimo por 

parte de las autoridad judicial de ejecución, son los siguientes: 

 

• Pertenencia a organización delictiva 

• Terrorismo 

• Trata de seres humanos 

• Explotación sexual de los niños y pornografía infantil 

• Tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas 

• Tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos 

• Corrupción 

• Fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de las Comunidades 

Europeas con arregla al Convenio de 26 de julio de 1995, relativo a la protección 

de los intereses financieros de las Comunidades Europeas 

• Blanqueo del producto del delito 

• Falsificación de moneda, incluida la falsificación del euro 

• Delitos de alta tecnología, en particular delito informático 

• Delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales 

protegidas y de especies y variedades vegetales protegidas 

• Ayuda a la entrada y residencia en situación ilegal 

• Homicidio voluntario, agresión con lesiones graves 

                                         
16 Vid. ARANGÜENA FANEGO, C., “La Orden Europea de detención y entrega. Análisis de las Leyes 
2 y 3 de 14 de marzo de 2003, de transposición al ordenamiento jurídico español de la Decisión Marco 
sobre la “Euroorden”, en Revista de Derecho Penal núm. 10, 2003, pp. 19 y 62. 
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• Tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos 

• Secuestro, detención ilegal y toma de rehenes 

• Racismo y xenofobia 

• Robos organizados o a mano armada 

• Tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte 

• Estafa 

• Chantaje y extorsión de fondos 

• Violación de derechos de propiedad industrial y falsificación de mercancías 

• Falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos 

• Falsificación de medios de pago 

• Tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento 

• Tráfico ilícito de materiales radioactivos o sustancias nucleares 

• Tráfico de vehículos robados 

• Violación 

• Incendio voluntario 

• Delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional 

• Secuestro de aeronaves y buques 

• Sabotaje 

 

Sorprende, cuando menos, observar que la eliminación del principio de la doble 

incriminación sobre la base de alguno de estos delitos unido al límite punitivo de los 

tres años cause tanta polémica entre los Estados miembros hasta el punto de pretender 

mantener este principio como presupuesto para la construcción un Espacio Europeo de 

Justicia. Cierto es que la lista es criticable y, así, ha sido discutida por la más experta 

doctrina de los Estados miembros pues faltan, en opinión de la doctrina mayoritaria, 

delitos de gravedad suficiente para haberlos tenido en cuenta y que además ya están 

previstos en otros Tratados internacionales como ocurre con los actos ilícitos contra la 

seguridad de la aviación civil o los actos de violencia en los aeropuertos, contra la 

seguridad de la navegación marítima17 o el delito de tortura, por ejemplo. Mientras que, 

                                         
17 La citada reforma de nuestro Código Penal por LO 5/2010, precisamente, prevé en nuestro país un 
nuevo delito de piratería dentro del Título relativo a los delitos contra la comunidad internacional 
atendiendo al contenido tanto del Convenio de Montego Bay de 10 de diciembre de 1982 sobre el 
Derecho del mar, como de la Convención sobre la navegación marítima firmado en Roma el 10 de marzo 
de 1988. 
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por el contrario, se incluye en la misma delitos como el tráfico ilegal de especies 

vegetales protegidas que, al menos en nuestro Código Penal, tiene atribuida una pena 

inferior a tres años. 

 

Sin embargo, lo más curioso es que, por un lado, el legislador se vanaglorie de haber 

suprimido uno de los mayores obstáculos para el reconocimiento mutuo de resoluciones 

judiciales y, por otro lado, los Estados muestren su preocupación por los efectos de la 

eliminación de una de las manifestaciones de su soberanía estatal cuando lo bien cierto 

es que los tipos delictivos incluidos en la lista positiva son tipos presentes, como regla 

general18, en cualquier Código Penal de los Estados miembros de la Unión Europea19.  

 

Debemos reconocer, por tanto, que no existe tal ausencia de doble incriminación desde 

el punto de vista cualitativo, pues la entrega de una persona sospechosa de haber 

cometido uno de estos delitos, o condenada por su comisión, cumplirá a pesar de todo el 

requisito de la doble incriminación20. 

 

Otro problema que plantea la lista positiva de delitos que posibilitan la entrega sin 

control de doble incriminación es la falta de definición de la que adolecen los textos 

normativos en referencia a los mismos. Al mismo tiempo, las autoridades judiciales de 

emisión decidirán si el acto típico se encuadra entre los delitos previstos en dicha lista lo 

que causará un sinfín de problemas dada la falta de armonización entre las diferentes 

legislaciones europeas. En este sentido, KHÜN considera que no cabe hablar de figuras 

delictivas o tipos delictivos, desde el punto de vista del Derecho penal material, puesto 

que dichas categorías carecen de los elementos constitutivos de la conducta a 

                                         
18 Existe alguna excepción como, por ejemplo, el delito informático.  
19 GONZÁLEZ-CUELLAR SERRANO se muestra implacable en su crítica a la euroorden entre otras 
razones porque la inexigibilidad de la doble incriminación vulnera, sin lugar a dudas en su opinión, el 
principio de legalidad. Afirma este autor que la eliminación de este principio no se puede justificar con 
argumentos tales como que serán contadas las ocasiones en las que nos encontremos con un hecho 
subsumible en la lista que no constituya igualmente infracción penal en España pues “una cosa es que la 
lesión del derecho se produzca y otra las veces que suceda”. Cfr. GONZÁLEZ-CUELLAR 
SERRANO, N., “La “Euroorden”: hacia una Europa de los carceleros”, en Diario La Ley núm. 6619, 
2006, pág. 6. 
20 Vid. DE MIGUEL ZARAGOZA, J., “Algunas consideraciones sobre la Decisión Marco relativa a la 
orden de detención europea y a los procedimientos de entrega en la perspectiva de la extradición, 
Actualidad Penal núm. 4, semana del 20 al 28 de enero de 2003, pág. 149 y CUERDA RIEZU, A., De la 
extradición a la “euro-orden” de detención y entrega, Ed. Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid 
2003, pág. 96. 
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sancionar21. Por lo tanto, para concretar el tipo penal en esta lista de delitos la autoridad 

judicial de emisión tendrá que realizar una importante labor interpretativa mientras que 

a la autoridad judicial de ejecución, al no poder realizar ninguna comprobación ni 

cambio en la calificación jurídica realizada por aquel, se le exigirá una gran dosis de 

confianza. Obviamente, esta situación supone un grave peligro de vulneración del 

principio de legalidad22. 

 

Nuestra doctrina expone algunos claros ejemplos de la citada ambigüedad en la relación 

de delitos que suprimen el principio de la doble incriminación, así por ejemplo, se hace 

referencia al delito de terrorismo y son varias las modalidades de comisión del mismo; 

la corrupción no se especifica si es en relación con los funcionarios públicos o también 

a los particulares; se incluye el delito de explotación sexual de niños y la pornografía 

pero no la prostitución y, así, un largo etcétera23. Al mismo tiempo, hay delitos como el 

delito informático que en algunos países, como España, no está tipificado como tal24. 

Esta falta de determinación también puede vulnerar el principio de igualdad al provocar 

que un Estado emita una euroorden basada en hechos que, a su modo de ver, se 

encuadran en dicha lista, mientras que para otro Estado esto es así25. 

 

Por último, FONSECA MORILLO pone de manifiesto la problemática que puede 

acontecer al dejar en manos de la autoridad judicial de emisión la calificación jurídica 

                                         
21 Vid. KÜHN, W.M., “Problemas jurídicos de la Decisión Marco relativa a la Orden de Detención 
europea y a los procedimientos de entrega entre los Estados miembros de la Unión Europea”, en RGDE 
núm. 12, enero 2007, pág. 18 y FONSECA MORILLO, F., “La orden de detención y entrega europea”, 
en Revista de Derecho Comunitario Europeo núm. 14, enero-abril 2003, pág. 87. 
22 Vid.  DELGADO MARTÍN, J., “La orden europea de detención y entrega”, Diario La Ley núm. 6205, 
8 de marzo de 2005, de 8 de marzo de 2005, pág. 8 y LÓPEZ ORTEGA, J.J., “El futuro de la 
extradición en Europa”, Derecho extradicional, Apéndice, Ed. Dykinson, Madrid 2003, pág. 327 y “La 
orden de detención europea: Legalidad y jurisdiccionalidad de la entrega”, Jueces para la democracia, 
2002, núm. 45, pág. 30.  
23 Vid. LÓPEZ ORTEGA, J.J., “El futuro de la extradición en Europa”, Derecho extradicional, 
Apéndice, Ed. Dykinson, Madrid 2003, pág. 328. 
24 A pesar de la reforma que sufre el Código Penal tras la entrada en vigor de la LO 5/2010, de 22 de 
junio (BOE núm 153, de 23 de junio de 2010) y que hace expresamente mención a los “delitos 
informáticos”, éstos siguen sin constituir una categoría autónoma. Nuestro Código Penal, atendiendo, 
además, a la Decisión Marco 2005/222/JAI, de 24 de febrero, relativa a los ataques contra los sistemas de 
información, regula estas conductas junto a los daños, por un lado, y al descubrimiento y revelación de 
secretos, por otro, en función de los diferentes bienes jurídicos protegidos. Sobre delitos informáticos en 
la nueva redacción del Código Penal Vid. HUETE NOGUERAS, J., “La reforma de los delitos 
informáticos”, en Diario La Ley núm. 7534, Sección Tribuna, de 23 de Diciembre de 2010 (La Ley 
15076/2010).  
25 CUERDA RIEZU pone un ejemplo clarificador de esta grave situación en relación el delito de racismo 
y xenofobia. CUERDA RIEZU, A., De la extradición a la “euro-orden” de detención y entrega, Ed. 
Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid 2003, pág. 97. 
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de los hechos sin posibilidad alguna de impugnación por parte de la autoridad judicial 

de ejecución. En este sentido, se plantea qué podría hacer nuestra autoridad judicial de 

ejecución al recibir una euroorden reclamando la entrega de una persona por agresión 

con lesiones graves cuando aquélla lo que realmente ha cometido es un aborto26. 

 

Dado que la Decisión Marco que regula la euroorden no contiene una lista de 

definiciones, al igual que preveía la Propuesta de la Comisión, y con ocasión de evitar 

interpretaciones acerca de la vulneración del principio de legalidad27 o nullum crimen 

sine lege certa que exige en las normas materiales penales la clara tipificación de las 

conductas sancionadas conviene recordar, por un lado, el carácter procesal de la orden 

europea de detención y entrega y, por otro, asimilar sus efectos a los que tendría una 

orden de detención preventiva en cada Estado miembro. Se trata, en definitiva, de una 

medida para asegurar un proceso penal, ya sea para enjuiciar al sospecho o para aplicar 

la condena ya impuesta.  

 

Este es el planteamiento que sigue el Abogado General Ruíz-Jarabo Colomer en las 

conclusiones presentadas el 12 de septiembre de 2006 en el asunto C-303/05 relativo a 

la cuestión prejudicial que el Tribunal Constitucional o Cour d’arbitrage de Bélgica 

plantea al TJCE solicitando que se pronuncie sobre la validez de la Decisión Marco 

2002/584/JAI del Consejo relativa a la orden de detención europea y a los 

procedimientos de entrega entre los Estados miembros. En este sentido, el Abogado 

General considera difícil que esta Decisión Marco pueda quebrantar el principio de 

legalidad puesto que ésta no impone ningún castigo, ni tampoco tiene por objeto la 

armonización de la legislación penal de los Estados miembros. La euroorden, continúa, 

es un instrumento de auxilio judicial por el cual las autoridades judiciales de distintos 

Estados miembros colaboran entre sí en un proceso en el que se pretende la imputación 

de un delito o el cumplimiento de una condena28. 

 

                                         
26 FONSECA MORILLO, F., “La orden de detención y entrega europea”, en Revista de Derecho 
Comunitario Europeo núm. 14, enero-abril 2003, pág. 88. 
27 Vid. Artículo 25.1 CE y artículo 7 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Fundamentales. 
28 Vid. KÜHN, W.M., “Problemas jurídicos de la Decisión Marco relativa a la Orden de Detención 
europea y a los procedimientos de entrega entre los Estados miembros de la Unión Europea”, en RGDE 
núm. 12, enero 2007, pp. 35-36. Se puede consultar el texto íntegro de las conclusiones del Abogado 
General en el Asunto C-303/05 en el sitio de Internet del Tribunal de Justicia http://curia.eu. 
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Respecto a la falta de armonización o, en definitiva, ante la ambigüedad de los delitos 

previstos en el artículo 2.2 DM, KHÜN afirma que “lo que puede considerarse una 

falta de eficacia en la relación interestatal puede también ser problemático desde el 

punto de vista de la protección de los derechos de la persona buscada” pues, aunque es 

evidente que no existe un derecho fundamental a ser sancionado por las normas del 

Estado de origen, ser juzgado conforme a las normas de un ordenamiento jurídico 

extraño supone cierta incertidumbre. En este punto la armonización presenta ventajas 

con relación a los derechos fundamentales de la persona reclamada porque una 

aproximación de las normas materiales penales respectivas conllevará a que el 

ciudadano del Estado de ejecución entregado al Estado de emisión sea juzgado en un 

ordenamiento jurídico armonizado con suyo29. 

 

El 30 de abril de 2004 la Comisión presenta el Libro Verde sobre la aproximación, el 

reconocimiento mutuo y la ejecución de penas en la Unión Europea30 para lograr un 

acercamiento entre las distintas normativas penales dentro de la Unión Europea, no solo 

desde el punto de vista de los delitos sino también de las penas, pues el límite punitivo 

de tres años que la lista de delitos exige para evadir el control de la doble punibilidad 

también puede dar lugar a tratamientos desiguales dentro de la Unión Europea. En este 

sentido FONSECA MORILLO advierte del peligro del límite punitivo pues un mismo 

hecho podrá ser objeto de emisión de euroorden con control, o no, de la doble 

incriminación atendiendo a la pena prevista para el mismo en los diferentes Estados 

miembros. Es, cuanto menos discutible que, precisamente, se beneficien de la supresión 

de la doble incriminación aquellos Estados con un derecho penal más represivo31.  

 

Puesto que, como decíamos anteriormente, la Decisión Marco no contiene ninguna lista 

de definiciones de las conductas típicas previstas que podrían superar el requisito de la 

doble incriminación con el límite punitivo adecuado, las autoridades judiciales de 

emisión, en caso de dudas interpretativas sobre dichas categorías delictivas, tendrían 

                                         
29 Cfr. KÜHN, W.M., “Problemas jurídicos de la Decisión Marco relativa a la Orden de Detención 
europea y a los procedimientos de entrega entre los Estados miembros de la Unión Europea”, en RGDE 
núm. 12, enero 2007, pp. 37 y 38. Precisamente la citada LO 5/2010, de 22 junio, por la que se modifica 
nuestro Código Penal trae causa, entre otras, de esta necesidad de armonización del derecho sustantivo 
penal de los Estados miembros de la Unión Europea. 
30 COM (2004) 334 final. 
31 Cfr. FONSECA MORILLO, F., “La orden de detención y entrega europea”, en Revista de Derecho 
Comunitario Europeo núm. 14, enero-abril 2003, pág. 88. 
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que acudir a los distintos instrumentos jurídicos, como el citado Libro Verde de 2004, 

que la propia Unión Europea prevé para lograr la armonización del Derecho penal 

material pues cualquier intento por salvar los obstáculos que plantea la eliminación de la 

doble incriminación resultan esenciales por cuanto éste, atendiendo a nuestra doctrina 

constitucional, forma parte del artículo 25.1 CE. De este modo, si no existiera doble 

incriminación podría entenderse vulnerado dicho derecho fundamental y, como 

consecuencia, la persona reclamada podría interponer un recurso de amparo ante el 

Tribunal Constitucional, lo cual no haría si no retrasar considerablemente la entrega. En 

cualquier caso, ya advertíamos que en la práctica no se había logrado de manera 

absoluta la eliminación del principio de doble incriminación en el procedimiento de 

euroorden por lo que serán pocos los casos en los que, en España, una persona 

reclamada a través de la euroorden pueda acudir, por este motivo, en amparo 

constitucional32. 

 

En este orden de cosas, se indican algunos ejemplos, a título meramente informativo, de 

los instrumentos jurídicos tendentes a la armonización del Derecho penal material en el 

marco de la Unión Europea33.  

 

• Pertenencia a una organización delictiva 

 

Nos encontramos con un concepto ambiguo que causó no pocos problemas entre 

Francia y España y claros ejemplos de ello pone de relieve la doctrina34. La Resolución 

                                         
32 ARANGÜENA FANEGO, C., “La Orden Europea de detención y entrega. Análisis de las Leyes 2 y 3 
de 14 de marzo de 2003, de transposición al ordenamiento jurídico español de la Decisión Marco sobre la 
“Euroorden”, en Revista de Derecho Penal núm. 10, 2003, pág. 31 y MANZANARES SAMANIEGO, 
J.L., “El Anteproyecto de Ley sobre la orden europea de detención y entrega”, Actualidad Penal núm. 1, 
semana del 30 de diciembre de 2002 al 5 de enero de 2003, Pág. 3. 
33 Vid. KÚHN, W.M., “Problemas jurídicos de la Decisión Marco relativa a la Orden de Detención 
Europea y a los procedimientos de entrega entre los Estados miembros de la Unión Europea, Revista 
General de Derecho Europeo, núm. 12, enero 2007, pp. 39-46, BLASCO LOZANO, I., “Armonización 
del Derecho Penal material y procesal: la aproximación de las legislaciones nacionales en el ámbito de la 
Unión Europea”, Cuadernos de Derecho Judicial, Derecho penal supranacional y cooperación 
internacional, CGPJ XIII, 2003, PP. 276-279 y DEMETRIO CRESPO, E., “Sobre la armonización de 
las sanciones en la Unión Europea”, Revista Penal, núm. 16, julio 2005, pp. 50-51. 
34 Vid. SANZ MORAN, A.J., “La orden europea de detención y entrega: Algunas consideraciones de 
carácter jurídico-material”, Cooperación judicial penal en la Unión Europea: La orden de detención 
europea de detención y entrega, Ed. Lex Nova, Valladolid 2005, pp. 104 y 105; LÓPEZ ORTEGA, J.J., 
“La orden de detención europea: Legalidad y jurisdiccionalidad de la entrega”, Jueces para la 
democracia, 2002, núm. 45, pág. 30 y MANACORDA, S., “Il mandato di arresto europeo nella 
prospectiva sostanzial-penalistica: implicazioni teoriche e ricadute político-criminali”, en Rivista Italiana 
di Diritto Proc. Pen., DPP 2004. pág. 822 
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del Consejo de 21 de diciembre de 1998 sobre prevención de la delincuencia 

organizada y adopción de una estrategia global para combatirla35 recoge la definición 

de “pertenencia a una organización delictiva”. Tampoco hay que olvidar lo previsto en 

la Convención de las Naciones Unidas contra el Crimen Organizado Transnacional y 

sus Protocolos Complementarios. No obstante, el instrumento que se encarga de esta 

polémica es el relativo a la “prevención y combate de la delincuencia organizada una 

estrategia de la Unión Europea para el inicio del nuevo milenio” 36. 

 

• Terrorismo  

 

Los mayores logros de armonización se han obtenido en materia de terrorismo y a 

pesar que una importante fuente de interpretación en materia de terrorismo la 

encontramos en la Decisión marco 2002/475/JAI sobre la lucha contra el terrorismo37, 

ello contrasta, como afirma SANZ MORÁN, con la pervivencia en Europa de 

modelos de incriminación radicalmente distintos entre sí38. 

 

• Trata de seres humanos39  

 

En esta categoría delictiva, España era un claro ejemplo de conflictos interpretativos y 

de falta de armonización puesto que hasta la reforma del Código Penal del 2010, cabían 

conductas muy diferentes atendiendo al bien jurídico protegido: la prostitución ajena, la 

                                         
35 Resolución del Consejo de 21 de diciembre de 1998 sobre prevención de la delincuencia organizada y 
adopción de una estrategia global para combatirla, DOCE C 408, de 29 de diciembre de 1998, pp. 1-4. 
36 Documento de 27 de marzo de 2000, C124 de 3 de mayo de 2000. Sobre la criminalidad organizada 
Vid. VOGEL, J., “Estado y tendencias de la armonización del Derecho Penal material en la Unión 
Europea”, Revista Penal núm. 10, julio 2002, pág 124. 
37 Decisión marco 2002/475/JAI del Consejo, de 13 de junio de 2002, sobre la lucha contra el terrorismo, 
Diario Oficial núm. L 164 de 22/0612002, pp. 3-7 modificada por Decisión Marco 2008/919/JAI del 
Consejo, de 28 de noviembre de 2008 que provoca, precisamente, la reforma de nuestro Código Penal en 
materia de terrorismo. 
38 SANZ MORAN, A.J., “La orden europea de detención y entrega: Algunas consideraciones de carácter 
jurídico-material”, Cooperación judicial penal en la Unión Europea: La orden de detención europea de 
detención y entrega, Ed. Lex Nova, Valladolid 2005, pág. 105. Vide. también VOGEL, J., “Estado y 
tendencias de la armonización del Derecho Penal material en la Unión Europea”, Revista Penal núm. 10, 
julio 2002, pp. 124-125 y LÓPEZ ORTEGA, J.J., “La orden de detención europea: Legalidad y 
jurisdiccionalidad de la entrega”, Jueces para la democracia, 2002, núm. 45, pág. 31. 
39 Sobre los problemas que la determinación de esta categoría delictiva conlleva en el seno de la Unión 
Europea  Vid. VOGEL, J., “Estado y tendencias de la armonización del Derecho Penal material en la 
Unión Europea”, Revista Penal núm. 10, julio 2002, pp. 122-123. 
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inmigración clandestina de trabajadores, etc...40. Se hacía necesaria, por tanto, la 

separación y diferenciación de dichos tipos delictivos, siendo así que la LO 5/2010, crea 

un nuevo Título VII bis, denominado «De la trata de seres humanos». Para delimitar el 

concepto de trata de seres humanos se puede acudir, por un lado, a la Decisión marco, 

relativa a la lucha contra la trata de seres humanos41 y, por otro, al Protocolo para 

prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que 

complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 

Transnacional.  

 

• Explotación sexual de los niños y pornografía infantil  

 

Algunas definiciones de conductas sancionables podemos observar en la Decisión 

Marco relativa a la lucha contra la explotación sexual de los niños y la pornografía 

infantil42. El alcance de esta categoría lo podemos encontrar en el Protocolo facultativo 

de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la 

prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía43. Nuestro Código Penal 

protege tanto a los infantiles como a los incapaces, sin embargo, éstos no aparecen en la 

DM ni, por ende, en la LODE44. 

 

• Tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas  

 

Surge la duda en esta categoría de si deben considerarse incluidas las conductas 

relacionadas con estas sustancias pero que no impliquen, estrictamente, tráfico. En esta 

materia resulta interesante la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico 

Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1998. 

 

                                         
40 LÓPEZ ORTEGA, J.J., “La orden de detención europea: Legalidad y jurisdiccionalidad de la 
entrega”, Jueces para la democracia, 2002, núm. 45, pág. 31. 
41 Decisión marco 2002/629/JAI del Consejo, de 19 de julio de 2002, relativa a la lucha contra la trata de 
seres humanos, DOCE L 203, de 1 de agosto de 2002, pp. 1-4. 
42 Decisión Marco 2004/68/JAI del Consejo, de 22 de diciembre de 2003, relativa a la lucha contra la 
explotación sexual de los niños y la pornografía infantil, DOCE L 013 de 20 de enero de 2004, pp. 
44-48.  
43 Convención de 25 de mayo de 2000. 
44 LÓPEZ ORTEGA, J.J., “La orden de detención europea: Legalidad y jurisdiccionalidad de la 
entrega”, Jueces para la democracia, 2002, núm. 45, pág. 31. 



Dra. Leticia Fontestad Portalés 

 

Nos encontramos ante una de las cuestiones más espinosas en materia política criminal 

europea pues, como afirma VOGEL, las diferencias prácticas en esta materia son muy 

distintas en los distintos Estados de la Unión Europea, razón por la que no puede 

sorprender que la Comisión haya presentado hasta el 28 de junio de 2001 propuestas de 

Decisión Marco para lograr una armonización en esta materia45. La discusión se centra 

fundamentalmente en el alcance del tipo penal con la problemática que conlleva el 

consumo personal, los límites de lo punible y la inclusión o no en la conducta delictiva 

de las actividades previas a la comisión del delito46. 

 

• Tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos  

 

No parece que esta categoría de delitos pueda causar problemas a la hora de su 

interpretación pues su regulación se encuentra bastante clara, así, en el ámbito de la 

ONU tenemos el Protocolo 8 de junio de 2001 contra la fabricación y el tráfico ilícitos 

de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, que complementa la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional.  

 

• Corrupción47  

 

En esta categoría queda fuera de toda duda la ambigüedad de la que adolece el 

catálogo de categorías delictivas que el legislador incluye en la DM. Por un lado, 

atendemos a lo previsto en el Código Penal, artículo 44548, parece que el legislador 

comunitario se está refiriendo al delito de cohecho. Sin embargo, no solo entrarían 

dentro de este tipo delictivo las conductas que desembocan en un cohecho sino también 

el tráfico de influencias y aquellas negociaciones prohibidas a los funcionarios por 

ejemplo49. 

 

                                         
45 Vid. C 270 de 25 de septiembre de 2001. 
46 Cfr. VOGEL, J., “Estado y tendencias de la armonización del Derecho Penal material en la Unión 
Europea”, Revista Penal núm. 10, julio 2002, pág. 122. 
47 Vid. JIMÉNEZ VILLAREJO, C., “Reflexiones sobre el concepto de corrupción a propósito de la 
orden europea de detención”, Actualidad Jurídica Aranzadi Año XIII, núm. 560, pp. 1-4. 
48 Reformado por la LO5/2010. 
49 LÓPEZ ORTEGA, J.J., “La orden de detención europea: Legalidad y jurisdiccionalidad de la 
entrega”, Jueces para la democracia, 2002, núm. 45, pág. 31. 
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No obstante, debemos indicar que nuestro legislador trató de realizar una adecuación de 

nuestros textos normativos a la normativa comunitaria, fundamentalmente en lo que al 

Convenio sobre Derecho Penal en materia de corrupción del Consejo de Europa de 27 

de enero de 1999 y, en aras de delimitar el alcance de este delito, al Convenio 

establecido sobre la base de la letra c) del apartado 2 del artículo K.3 del Tratado de la 

Unión Europea, relativo a la lucha contra los actos de corrupción en los que estén 

implicados funcionarios de las Comunidades Europeas o de los Estados miembros de la 

Unión Europea50. 

 

También se incorporó en nuestro Código Penal el delito de corrupción por funcionario 

público extranjero en las transacciones comerciales internacionales a través de las Leyes 

Orgánicas 3/2000 y 15/2003 y como consecuencia del Convenio de la Organización 

para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) de Lucha contra la Corrupción 

de Agentes Públicos Extranjeros en las Transacciones Comerciales Internacionales. Sin 

embargo, lo bien cierto es que la determinación del tipo delictivo presentaba, a pesar de 

todo, cierta ambigüedad que ha terminado por provocar una nueva reforma en la materia 

para una mayor adecuación de nuestras normas a las exigencias de dicho Convenio. 

Como consecuencia se reforma, como hemos puesto de relieve, el contenido del artículo 

445 CP. 

 

Por último, tampoco podemos dejar de lado en esta materia textos normativos tales 

como el Convenio de 27 de enero de 1999 relativo al Derecho Penal en materia de 

corrupción la Acción común, adoptada por el Consejo el 22 de diciembre de 1998; la 

Decisión Marco relativa a la lucha contra la corrupción en el sector privado51 y la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 

de Nueva York de 15 de noviembre de 200052.  

 

• Fraude  

 

En general, el fraude no ha sido objeto de regulación expresa por ningún instrumento 

jurídico internacional. No obstante, esta categoría, incluyendo el hecho de afectar los 

                                         
50 DOCE C 195, de 25 de junio de 1997, pp. 2-11.  
51 Decisión Marco 2003/568/JAl del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativa a la lucha contra la 
corrupción en el sector privado, DOCE L 192,de 31 de julio de 2003, pp. 54-56. 
52 Vid. artículo 8. 
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intereses de las Comunidades Europea, tal como lo define el Convenio relativo a la 

protección de los intereses financieros de las Comunidades de 26 de julio de 1995, es 

obviamente más amplia que el cubierto por el propio Convenio. Sorprende, además, que 

la decisión de la Comisión sobre la creación de la agencia OLAF53 no defina el fraude, 

definición que, por el contrario, si encontramos en el Convenio relativo a la protección 

de los intereses financieros de las Comunidades Europeas54 que, por otra parte, se limita 

a determinar el límite cuantitativo que separa el fraude como delito del fraude como 

sanción administrativa. 

 

LÓPEZ ORTEGA refleja el carácter ambiguo de este término preguntándose si el 

mismo se refiere tanto al fraude a la hacienda pública o también a los particulares55.  

 

• Blanqueo del producto del delito 56 

 

El Convenio relativo al blanqueo, seguimiento, embargo y decomiso de los productos 

del delito contiene las normas aplicables a las investigaciones penales que preceden al 

pronunciamiento y ejecución de resoluciones de decomiso y establece un mecanismo 

eficaz de cooperación internacional con el fin de privar a los delincuentes de los 

instrumentos y productos de sus actividades57. Nuestro ordenamiento se refería antes de 

la reforma del Código penal a esta categoría delictiva con la expresión “otras conductas 

afines” a la receptación, tras la LO 5/2010, el capítulo XIV pasa a denominarse “De la 

receptación y el blanqueo de capitales”58. 

 

No podemos dejar de mencionar la Decisión Marco relativa al blanqueo de capitales, la 

                                         
53
 Vid. Reglamento (CE) n° 1073/1999 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de mayo de 1999, 

relativo a las investigaciones efectuadas por la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF) (DO L 
136 de 31.5.1999) y Reglamento (Euratom) núm. 1074/1999 del Consejo, de 25 de mayo de 1999, 
relativo a las investigaciones efectuadas por la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF) (DO L 
136 de 31.5.1999). 
54 Convenio relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas DOCE L 
136, de 31 de mayo de 1999, pág. 20. 
55 Vid. LÓPEZ ORTEGA, J.J., “El futuro de la extradición en Europa”, Derecho extradicional, 
Apéndice, Colección Estudios Penales núm. 6, Ed. Dykinson, Madrid 2003, pág. 328. 
56 VOGEL analiza la armonización en lo que denomina “criminalidad financiera” que incluye el blanqueo 
de capitales, cohecho y falsificación del Euro. Cfr. VOGEL, J., “Estado y tendencias de la armonización 
del Derecho Penal material en la Unión Europea”, Revista Penal núm. 10, julio 2002, pp. 121-122. 
57 Convenio núm. 141 del Consejo de Europa relativo al blanqueo, seguimiento, embargo y decomiso de 
los productos del delito adoptado por el Comité de Ministros de Consejo de Europa en septiembre de 
1990. Entró en vigor el 1 de septiembre de 1993 para todos los Estados miembros de la UE. 
58 Artículos 298 a 304 CP. 
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identificación, seguimiento, embargo, incautación y decomiso de los instrumentos y 

productos del delito59; así como la mención a estos delitos realiza el artículo 6, apartado 

1 de la Convención de las Naciones Unidas contra el Crimen Organizado Transnacional 

o la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 

2005, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo 

de capitales y para la financiación del terrorismo60. 

 

• Falsificación de moneda, incluida la falsificación del euro  

 

Tan solo advertir la innecesariedad de la aclaración acerca de la inclusión de la 

falsificación del euro en esta categoría delictiva. Por el contrario, se plantean dudas 

interpretativas respecto a la misma por cuanto la aplicación del término “falsificación” 

en sentido estricto no permitiría incluir conductas tales como la importación de moneda 

falsa, por ejemplo. 

 

En este sentido, merece la pena destacar tanto el Convenio de Ginebra de 20 de abril de 

1929 para la represión de la falsificación de moneda como la Decisión relativa a la 

protección del euro contra la falsificación61.  

 

• Delitos de alta tecnología, en particular delito informático62  

 

En esta materia resulta de utilidad en la labor interpretativa de las autoridades judiciales 

el Convenio sobre Cibercrimen63. Nos encontramos ante una de las categorías delictivas 

más indeterminadas en la DM pues muchas son las conductas que la misma puede 

                                         
59 Decisión Marco 2001/500/JAI del Consejo, de 26 de junio de 2001, DOCE L 182, de 5 de julio de 
2001, pp. 1-2. 
60
 DO L 309 de 25.11.2005, p. 15/36. 

61 Decisión 2001//887/JAI del Consejo, de 6 de diciembre de 2001.DOCE L 329 de 14 de diciembre de 
2001. 
62 Sobre Criminalidad High-Tech Vid. VOGEL, J., “Estado y tendencias de la armonización del Derecho 
Penal material en la Unión Europea”, Revista Penal núm. 10, julio 2002, pág. Pág. 123. 
63 Convenio núm. 185 sobre la Ciberdelincuencia del Consejo de Europa aprobado en Budapest el 23 de 
noviembre de 2001. (Instrumento de Ratificación de 20 de mayo de 2010. BOE núm. 226 de 17 de 
septiembre de 2010).Sobre esta materia Vid. CARMONA RUANO, M., “Formas específicas de 
asistencia judicial (II). La adaptación de las (así llamadas) nuevas tecnologías”, Cuadernos de Derecho 
Judicial, Derecho Penal supranacional y cooperación jurídica internacional, CGPJ XIII, 2003, pp. 214-
216 y PALOMO DEL ARCO, A., “Convenio 2000. Ámbito de aplicación y relación con otros 
convenios”, Cuadernos de Derecho Judicial, Derecho penal supranacional y cooperación internacional, 
CGPJ XIII, 2003, pp. 81-82. 
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contener con el problema añadido de la falta de unificación legislativa acerca del delito 

informático y la inexistencia de estos conceptos en nuestro ordenamiento jurídico a 

pesar de la reforma sufrida en nuestro Código Penal en esta materia aras de lograr la 

armonización jurídica en la Unión Europea64. 

 

Sobre esta categoría de delitos la Decisión Marco sobre ataques contra los sistemas de 

información65, incluye definiciones, tipos penales, sanciones, circunstancias agravantes 

e intercambio de información.  

 

• Delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies 

animales protegidas y de especies y variedades vegetales protegidas 

 

Hay que tener en cuenta la anulación del TJCE de la Decisión Marco de 27 de enero de 

2003 relativa a la protección del medio ambiente por medio del Derecho penal66. 

 

• Ayuda a la entrada y residencia en situación ilegal  

 

La facilitación de la entrada y residencia ilegal es objeto de la Decisión Marco 

destinada a reforzar el marco penal para la represión de la ayuda a la entrada, a la 

circulación y a la estancia irregulares67, la cual a su vez hace referencia a la definición 

en la Directiva del Consejo 2002/90/CE de la misma fecha68.  

 

• Homicidio voluntario, agresión con lesiones graves  

 

Para la armonización en esta materia no existe instrumento jurídico alguno aunque se 

habrá de interpretar de manera restrictiva. Existen dudas respecto a ambos términos 

                                         
64 Vid. Nota a pie de página núm. 24 de este trabajo. 
65 Decisión Marco 2005/222/JAI del Consejo, de 24 de febrero de 2005. DOCE L 69/67 de 16 de marzo 
de 2005. 
66 Sobre antecedentes en la protección del medio ambiente Vid. VOGEL, J., “Estado y tendencias de la 
armonización del Derecho Penal material en la Unión Europea”, Revista Penal núm. 10, julio 2002, pág. 
Pp. 123-124. 
67 Decisión Marco 2002/946/JAI del Consejo, de 28 de noviembre de 2002, destinada a reforzar el marco 
penal para la represión de la ayuda a la entrada, a la circulación y a la estancia irregulares DOCE L 328, 
de 5 de diciembre de 2002, pág. 55. 
68 Directiva 2002/90/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2002, destinada a definir la ayuda a la 
entrada, a la circulación y a la estancia irregulares. DOCE L 328,de 5 de diciembre de 2002, pág. 17.  
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pues no parece que el término “homicidio voluntario” sea el más adecuado para 

referirse a un homicidio doloso69 y tampoco queda claro cuál sea el alcance de esas 

“lesiones graves”70.  

 

• Tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos  

 

Para esta materia cabe acudir a la iniciativa de la República Helénica para la adopción 

de una Decisión marco del Consejo sobre la prevención y represión del tráfico de 

órganos y tejidos humanos71 que define el delito de tráfico de órganos y tejidos 

humanos al tiempo que prevé una serie de sanciones penales para este delito. No 

obstante, recordar que ésta no era una conducta prevista en nuestro ordenamiento 

jurídico como delito hasta la nueva redacción del Código Penal en 2010 pues antes se 

regulaba pero incluido entre los delitos de lesiones. 

 

Consecuencia del alarmante aumento de la compraventa de órganos humanos y, como 

no, del intento de la comunidad internacional de tipificar dicha conducta, nuestro 

Código Penal, tras la citada reforma operada con la LO 5/2010, incorpora como 

infracción penal la obtención o el tráfico ilícito de órganos humanos y también el 

trasplante de los mismos. Recordaremos que la propia Organización Mundial de la 

Salud declaró en el año 2004 que dicha venta de órganos contradecía el contenido de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, intentando concienciar a los médicos 

para que no realizasen trasplantes en caso de dudas sobre el origen del órgano a 

trasplantar. En 2008 se celebra, en el mes de mayo, la Cumbre internacional sobre 

turismo de trasplantes y tráfico de órganos donde representantes de 78 países firman la 

denominada «Declaración de Estambul», denunciando que aquella conducta viola 

diversos principios como son los de igualdad, justicia y respeto a la dignidad humana y, 

por tanto, deben ser erradicadas. 

 

 

                                         
69 Vid. LÓPEZ ORTEGA, J.J., “El futuro de la extradición en Europa”, Derecho extradicional, 
Apéndice, Colección Estudios Penales núm. 6, Ed. Dykinson, Madrid 2003, pág. 328. 
70 Acerca de la polémica que este término ha provocado incluso respecto a la redacción de nuestro 
Código Penal Vid. SANZ MORAN, A.J., “La orden europea de detención y entrega: Algunas 
consideraciones de carácter jurídico-material”, Cooperación judicial penal en la Unión Europea: La 
orden de detención europea de detención y entrega, Ed. Lex Nova, Valladolid 2005, pág. 109. 
71 Publicada en el DOCE C 100, de 26 de abril de 2003, pp.27-30. 



Dra. Leticia Fontestad Portalés 

 

• Secuestro, detención ilegal y toma de rehenes  

 

La Convención internacional contra la toma de rehenes, creada en el seno de las 

Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979 define la toma de rehenes. Tanto el 

secuestro como la toma de rehenes se encuentran entre los crímenes que, cometidos 

con un objetivo terrorista, se considerarán como actos terroristas de acuerdo a la 

Decisión Marco relativa a la lucha contra el terrorismo72.  

 

• Racismo y xenofobia  

 

Esta categoría delictiva resulta un tanto problemática en cuanto a su interpretación 

porque comprende varios tipos de comportamiento. En este sentido, la Acción Común 

adoptada por el Consejo de la Unión Europea el 15 de julio de 199673, determina qué 

comportamientos pueden entenderse incluidos en estas categorías delictivas74. 

 

En nuestro ordenamiento jurídico estaríamos ante conductas que pudieran dar lugar a 

circunstancias agravantes en virtud de lo previsto en el artículo 22.4 CP pero no se trata 

de delitos concretos75. 

 

• Robos organizados o a mano armada  

 

No parece que esta categoría delictiva pueda causar demasiados problemas de 

interpretación aunque, en cualquier caso, nuestra normativa penal no prevé ninguna 

modalidad de robo cualificada por haberse realizado de manera “organizada”. 

 

• Tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte  

 

                                         
72 Decisión marco 2002/475/JAI del Consejo, de 13 de junio de 2002, sobre la lucha contra el 
terrorismo, Diario Oficial núm. L 164 de 22/06/2002 pp. 3-7.  
73 Acción común 96/443/JAI, de 15 de julio de 1996, adoptada por el Consejo sobre la base del artículo 
K.3 del Tratado de la Unión Europea relativa a la acción contra el racismo y la xenofobia. DOCE L 185 
de 24 de julio de 1996 pp. 5-7. 
74 Vid. VOGEL, J., “Estado y tendencias de la armonización del Derecho Penal material en la Unión 
Europea”, Revista Penal núm. 10, julio 2002, pág. 125. 
75 Vid. SANZ MORAN, A.J., “La orden europea de detención y entrega: Algunas consideraciones de 
carácter jurídico-material”, Cooperación judicial penal en la Unión Europea: La orden de detención 
europea de detención y entrega, Ed. Lex Nova, Valladolid 2005, pág. 109. 
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El alcance de esta categoría no parece del todo claro por lo que resulta necesaria la 

labor interpretativa de las autoridades judiciales que pueden consultar el Reglamento 

relativo a la exportación de bienes culturales76, así como la Directiva relativa a la 

restitución de bienes culturales que hayan salido de forma ilegal del territorio de un 

Estado miembro77. Labor de interpretación a la que acudirán nuestras autoridades 

judiciales desde el momento que dicha conductas no presenta una adecuación 

clara en nuestro ordenamiento jurídico. 

 

• Estafa  

 

Esta categoría posiblemente causará ciertos problemas debido a la interpretación 

divergente que se le pueda dar de un Estado a otro. No parece razonable incluir el delito 

de fraude y estafa en esta lista positiva y, sin embargo, dejar fuera a otros delitos de 

carácter patrimonial como la apropiación indebida78 que, en nuestro ordenamiento, se 

equipara a la estafa en relación con la sanción prevista79. 

 

• Chantaje y extorsión de fondos 

 

Nuestro Código Penal regula estas conductas delictivas por separado, el delito de 

chantaje entre los delitos de amenazas y el delito de extorsión de fondos entre los 

delitos contra el patrimonio y el orden económico80. 

 

• Violación de derechos de propiedad industrial y falsificación de mercancías  

 

Este el objeto de la Comunicación al Consejo, al Parlamento Europeo, al Consejo 

Económico y Social relativa al Seguimiento del Libro Verde sobre la lucha contra la 

                                         
76 Reglamento (CEE) núm 3911/92 del Consejo, de 9 de diciembre de 1992, relativo a la exportación de 
bienes culturales. DOCE L 395, de 31 de diciembre de 1992, pp. 1-5. 
77 Directiva 9317/CEE del Consejo, de 15 de marzo de 1993, relativa a la restitución de bienes culturales 
que hayan salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro, DOCE L 074, de 27 de marzo de 
1993, pp. 74-79.  
78 Vid. LÓPEZ ORTEGA, J.J., “El futuro de la extradición en Europa”, Derecho extradicional, 
Apéndice, Colección Estudios Penales núm. 6, Ed. Dykinson, Madrid 2003, pág. 328. 
79 Vid. Artículo 248 a 251 bis CP para el delito de estafa y los artículos 252 a 254 CP para el delito de 
apropiación indebida tras la reforma del CP por LO 5/2010. 
80 Vid. Artículos 171, 2 y 3 y 243 CP. 
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usurpación de marca y la piratería en el mercado interior81. A modo de instrumento de 

interpretación podría recurrirse al Reglamento del Consejo de 17 de julio de 2003 

relativo a la intervención de las autoridades aduaneras en los casos de mercancías 

sospechosas de vulnerar determinados derechos de propiedad intelectual y a las medidas 

que deben tomarse respecto de las mercancías que vulneren esos derechos82. Este 

contiene definiciones para los términos de "mercancías falsificadas", "mercancías 

piratas" y "titular del derecho". 

 

En nuestro ordenamiento jurídico el problema que plantea esta categoría delictiva 

deriva de la imposibilidad de encuadrar el delito de falsificación de mercancías en 

alguna de nuestros tipos delictivos, no así el delito de violación de derechos de 

propiedad industrial que regula expresamente nuestro CP83.  

 

• Falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos84 

 

El delito de falsificación de documentos administrativos no conlleva más problemas que 

la determinación del alcance del término documentos administrativos. En nuestro 

ordenamiento jurídico son documentos administrativos los documentos públicos, los 

oficiales y los certificados. Los documentos mercantiles, pese a no incluirse entre los 

documentos administrativos, nuestro Código Penal prevé la misma sanción que para la 

falsificación de los documentos públicos y los oficiales. El delito de tráfico de 

documentos falsos como tal no estaba previsto en nuestro Código Penal que solo 

sancionaba el uso de dichos documentos falsos hasta la nueva redacción dada por la LO 

5/2010 al artículo 392. 

 

• Falsificación de medios de pago  

 

                                         
81 Comunicación de 30 de noviembre de 2000 al Consejo, al Parlamento Europeo, al Consejo Económico 
y Social relativa al Seguimiento del Libro Verde sobre la lucha contra la usurpación de marca y la 
piratería en el mercado interior, COM(2000) 789 final.  
82 Reglamento (CE) núm. 1383/2003 del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativo a la intervención de las 
autoridades aduaneras en los casos de mercancías sospechosas de vulnerar determinados derechos de 
propiedad intelectual y a las medidas que deben tomarse respecto de las mercancías que vulneren esos 
derechos, DOCE L 196 de 2 de agosto de 2003. 
83 Regulados en los artículos 273 a 277 CP. Este tipo delictivo también ha sido modificado por la LO 
5/2010 de modificación del CP. 
84 Artículos 390 a 399 CP. 
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De acuerdo a la Decisión del Consejo de 29 de abril de 1999 por la que se amplía el 

mandato de Europol a la lucha contra la falsificación de moneda y de medios de pago, 

los términos "falsificación de moneda" y "falsificación de medios de pago" se remiten a 

los actos definidos en el artículo 3 del Convenio de Ginebra de 20 de abril de 1929 para 

la represión de la falsificación de moneda. Igualmente relevante viene a ser la Decisión 

marco 2001/413/JAI del Consejo, de 28 de mayo de 2001, sobre la lucha contra el 

fraude y la falsificación de medios de pago distintos del efectivo85 que en su artículo 1 

contiene una definición de "instrumento de pago".  

 

Aunque se trata de conductas distintas, nuestro Código Penal la equiparaba con 

anterioridad a la mencionada reforma del CP, en el antiguo artículo 387, a la 

falsificación de moneda. Sin embargo, tras la LO 5/2010 se añade una nueva Sección 4.ª 

del Capítulo II del Título XVIII del Libro II incluye un nuevo artículo 399 bis relativo a 

la “falsificación de tarjetas de crédito y débito y cheques de viaje” y que alcanza tanto 

al tráfico de los mismos como a su uso y tenencia, aun cuando no se haya intervenido 

en el tráfico, en circunstancias que hagan intuir su destino al tráfico. 

 

• Tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento  

 

Esta categoría se remite al parecer a la Directiva 96/22/CE86, modificada por la 

Directiva 2003/74/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de septiembre de 

2003, que modifica la Directiva 96/22/CE del Consejo por la que se prohíbe utilizar 

determinadas sustancias de efecto hormonal y tireostático y sustancias agonistas en la 

cría de ganado87. 

 

                                         
85 Decisión marco 2001/413/JAI del Consejo, de 28 de mayo de 2001, sobre la lucha contra el fraude y la 
falsificación de medios de pago distintos del efectivo, DOCE L 149 de 2 de junio de 2001 pp. 1-4, que no 
se encuentra en vigor. Vid. Decisión del Consejo de 6 de diciembre, DOCE C 362, 18de diciembre de 
2001, pág. 1. 
86 Directiva 96/22/CE del Consejo, de 29 de abril de 1996, por la que se prohíbe utilizar determinadas 
sustancias de efecto hormonal y tireostático y otras sustancias en la cría de ganado y por la que se 
derogan las Directivas 81/602lCEE, 88/146/CEE y 88/299/CEE, DOCE L 125 de 23 de mayo de 1996 pp. 
3-9. 
 
87 Directiva 2003/74/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de septiembre de 2003, que 
modifica la Directiva 96/22/CE del Consejo por la que se prohíbe utilizar determinadas sustancias de 
efecto hormonal y tireostático y sustancias  -agonistas en la cría de ganado, Diario Oficial núm. L 262 de 
14/10/2003 pp. 17-21. 
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En nuestro ordenamiento no está prevista esta conducta de forma expresa pero 

podríamos incluirlas entre los delitos contra la salud pública. 

 

• Tráfico ilícito de materiales radiactivos o sustancias nucleares  

 

No existen problemas interpretativos a la hora de definir los materiales radiactivos o 

sustancias nucleares que podría entenderse comprendido en el artículo 345 CP que, no 

obstante, también ha sido recientemente objeto de reforma. 

 

• Tráfico de vehículos robados 

 

Igualmente, en esta categoría de delitos la regulación normativa es lo suficientemente 

clara para no provocar errores de interpretación, sin embargo, no deja de sorprender que 

se incluya esta categoría entre los delitos que no exigen el control de la doble 

incriminación y, por el contrario, se excluya el tráfico de otros objetos robados. 

Además, no regula nuestro Código Penal el delito de tráfico de vehículos robados por lo 

que tendríamos que asentarlo en la categoría de la receptación. 

 

• Violación  

 

Por el contrario, nos encontramos ante una categoría delictiva que es muy probable que 

cause conflictos interpretativos según la normativa de cada legislación nacional que 

regula la materia. En todo caso, nuestro Código Penal regula esta materia de manera 

precisa declarando qué conductas se entienden incluidas entre las agresiones sexuales. 

En cualquier caso, habría que acudir siempre a la interpretación de carácter más 

restrictivo. 

 

• Incendio voluntario  

 

En relación con el incendio voluntario tampoco asistimos a problemas de carácter 

interpretativo salvo en lo que se refiere al carácter “voluntario” de dicha conducta, igual 

que ocurría en con el homicidio voluntario. Asimismo, nuestro Código Penal junto al 

incendio voluntario prevé el delito de estragos que no ha sido incluido, sin embargo, en 
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la lista positiva que ahora analizamos. 

 

• Delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional  

 

No existe conflicto alguno en este apartado, pues está claro cuáles son esos delitos: el 

genocidio, los crímenes contra la humanidad y demás crímenes de guerra definidos en 

los artículos 6, 7 Y 8 del Estatuto de Tribunal Penal Internacional. El crimen de 

agresión todavía no ha sido definido88. 

 

• Secuestro de aeronaves y buques  

 

En el ámbito de la ONU existe la Convention on Offences and Certain Other Acts 

Committed on Board Aircraft (Tokyo Convention), la Convention for the Suppression 

of Unlawful Seizure of Aircraft (Hague Convention) de 16 de diciembre de 1970 y el 

Convenio de Montreal de 1971 sobre represión de actos ilícitos contra la seguridad de la 

aviación civil, en vigor desde 26 de enero de 1976. Aunque la Decisión Marco también 

regula parte de esta categoría. Sin olvidar, como no, la reciente reforma operada por la 

citada LO 5/2010 de nuestro Código penal que crea, como decíamos anteriormente, un 

nuevo delito de piratería dentro del Título dedicado a los delitos contra la comunidad 

internacional para poner fin a los conflictos surgidos en relación a los eventuales actos 

ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima y aérea89. 

 

• Sabotaje  

 

Más problemas presenta el delito de sabotaje pues de la Decisión marco no se 

desprende definición alguna y tampoco se prevé como delito en nuestro ordenamiento 

jurídico. 

 

Con estos instrumentos jurídicos se pretende lograr cierta armonización en materia 

penal dentro de la Unión Europea al incluir definiciones, instrucciones para la 

tipificación de los delitos y penas mínimas. No obstante, no existen definiciones 

                                         
88 Vid. Artículos 5 y 70 Estatuto de Roma de 17 de julio de 1998. 
89 Cfr. Artículos 616 ter y 616 quáter CP. 
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uniformes para todas las categorías de delitos de modo que el Consejo, para lograr una 

mayor precisión, emitió una declaración con recomendaciones relativas a la 

interpretación de una serie de categorías, entre las cuales se encuentran, por un lado, el 

sabotaje, chantaje y extorsión de fondos90 y, por otro, el racismo y xenofobia91 y los 

delitos de alta tecnología92 que deberán promover la armonización de las normas 

internas. De forma subsidiaria, lógicamente, las autoridades judiciales involucradas en 

un procedimiento de entrega tendrán que realizar sus labores interpretativas a la luz de 

sus respectivas disposiciones nacionales que, contarán no obstante, con la asistencia del 

TJCE.  

 

Después de está visión expositiva de algunos de los problemas que podría derivar de la 

aplicación práctica de esta lista de delitos a los que, en cumpliendo todos los requisitos 

legales, no se le exigiría el control de la doble incriminación, y tras reconocer el 

esfuerzo del legislador español de llevar a cabo la requerida armonización jurídica, 

merece la pena señalar la propuesta de FONSECA MORILLO acerca de la posibilidad 

de redactar un documento en el cual cada Estado miembro haría una enumeración de los 

delitos que, según su normativa, se encuadraran en las categorías delictivas previstas en 

el artículo 2.2 de la DM93. 

 

En cualquier caso, como reconoce LÓPEZ ORTEGA la aplicación de este sistema de 

lista positiva de delitos y las diferentes tipificaciones de los mismos en los Estados 

miembros de la Unión Europea, supone un obstáculo a la aplicación de la Decisión 

Marco que regula la euroorden y, sobre todo, a la implementación en el Ordenamiento 

jurídico de cada Estado pues el principio de legalidad extradicional no se debe contentar 

con una mera trascripción de la lista que, como ya hemos visto, su excesiva ambigüedad 

resulta, en ocasiones, contrario al principio de legalidad extradicional94.  

 

Por el contrario JIMENO BULNES, aun siendo consciente de la problemática que la 

eliminación de la doble incriminación conlleva y de las críticas que suscita entre la 

                                         
90 Consejo de la Unión Europea, documento 7253/02 COPEN 23 CATS 9 de 7 de junio de 2002. 
91 Consejo de la Unión Europea, documento 8405/05 DROIPEN 20. 
92 Consejo de la Unión Europea, documento 8994/05 DROIPEN 24 de 27 de mayo de 2005. 
93 Vid. FONSECA MORILLO, F.J., “La orden de detención y entrega europea”, Revista de Derecho 
Comunitario Europeo, año 7, núm. 14, Enero-abril 2003, pág. 89. 
94 Cfr. LÓPEZ ORTEGA, J.J., “El futuro de la extradición en Europa”, Derecho extradicional, 
Apéndice, Colección Estudios Penales núm. 6, Ed. Dykinson, Madrid 2003, pág. 327. 
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doctrina por la posible vulneración del principio de legalidad penal, reconoce que la 

eliminación del mismo supone una de las novedades de mayor interés de este nuevo 

instrumento de entrega, convirtiéndose además en un importante éxito del principio de 

confianza mutua en las legislaciones penales aplicables en los distintos Estados 

miembros95. 

 

 

                                         
95 Vid. JIMENO BULNES, M., “ La orden europea de detención y entrega: Aspectos procesales”, Diario 
La Ley núm. 5979, de 19 de marzo de 2004, pág. 3. 


